Radicación: 660012204000-2020-00017-00

Accionante: Jesús Albeiro Ramírez Ortiz  

Accionado: Juzgado 3º Penal Del Circuito De Pereira 

Decisión: Concede

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES DE PROCEDENCIA / ERROR QUE AFECTE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DEL ACCIONANTE / PUBLICIDAD / IMPORTANCIA Y TRANSCENDENCIA / CASO: SE NOTIFICÓ DE MANERA ERRADA LA CELEBRACIÓN DE UNA AUDIENCIA PÚBLICA.
… la jurisprudencia constitucional ha establecido una serie de requisitos generales y otros de carácter específico, sin los cuales, la tutela contra laudo judicial deviene en improcedente: (…) 

“d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora”.  (…)
… se resalta que una de las causales que permiten la eventual intervención del Juez constitucional para cuestionar una decisión judicial, es precisamente la observancia de algún error que, aunque de índole procedimental, pueda tener injerencia en dicha determinación. En ese sentido, debe recordarse que el artículo 29 Superior consagra el debido proceso como un derecho de rango fundamental, el cual debe garantizarse en el trámite de todas las actuaciones judiciales… 

De igual manera, es importante recordar que el principio de publicidad se encuentra inescindiblemente ligado con las bases estructurales del debido proceso, y que éste se materializa con la notificación de todas las decisiones adoptadas en los distintos escenarios judiciales. (…)
En este sentido, debe recordarse que el artículo 171 del Código de Procedimiento Penal señala que: “Cuando se convoque a la celebración de una audiencia o deba adelantarse un trámite especial, deberá citarse oportunamente a las partes, testigos, peritos y demás personas que deban intervenir en la actuación”, y bien es sabido que en el remoto de no suceder así, por una u otra razón, deberá notificárseles de las disposiciones allí adoptadas a quienes tienen vocación de impugnar, entre las cuales se encuentra evidentemente la víctima y su representante, con el fin de que puedan controvertirlas, si así lo consideran necesario. (…)
Así mismo, el artículo 172 del Estatuto de Procedimiento Penal estipula expresamente la forma como deberán surtirse las citaciones…

En el caso que nos ocupa… se cometió un yerro en el momento de realizar la notificación para la citación a la audiencia de lectura de decisión del incidente de reparación integral, toda vez que tal vista pública fue celebrada sin la presencia de la víctima y su apoderado, quienes fueron citados de manera errónea, tal como consta en los documentos obrantes en el expediente, pues si bien es cierto, en una diligencia precedente celebrada en las calendas del 17 de octubre de 2019 se había convocado a todas las partes, informándoles la fecha, hora y lugar en que se pondría en conocimiento la decisión tomada por el Juez en relación con dicho asunto, lo cierto es que de manera posterior, el Centro de Servicios Judiciales del SPA le envió al Letrado que representa a la víctima una citación que contenía información equivocada y que lo indujo en error…
Lo dicho atrás permite concluir que con el error en que incurrió el Centro de Servicios Judiciales, con el beneplácito del Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira, se transgredieron las bases estructurales del debido proceso, al haberse adoptado una decisión definitiva, que hizo tránsito a cosa juzgada, sin que en contra de la misma una persona legalmente legitimada para hacerlo, pudiera instaurar el recurso de apelación.
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	Decisión: 
	Concede


ASUNTO:
Procede la Sala a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela promovida por el profesional del derecho Óscar Ángel López, apoderado judicial del señor JESÚS ALBEIRO RAMÍREZ ORTIZ, en contra del JUZGADO TERCERO PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, por la presunta vulneración de su derecho fundamental al debido proceso. 
ANTECEDENTES:
Narró el accionante que mediante correo electrónico emanado del Centro de Servicios Judiciales del Sistema Penal Acusatorio, se le realizó notificación de la celebración de una audiencia de toma de decisión, en el trámite de un incidente de reparación integral adelantado por parte del Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira. En dicho oficio se le informó textualmente que “se ha programado como fecha para la Audiencia el día 16 de enero de 2020 a las 8.30A.M., la cual se llevará a cabo en las instalaciones del Palacio de Justicia de Pereira (Calle 41 Cra 7ª y 8) Sala_1_ Se solicita asistir veinte (20) minutos antes de la hora fijada, Su no comparecencia le acarreara las sanciones de Ley…”. 

Refirió el libelista que en cumplimiento a dicha citación, compareció en la fecha y hora señaladas en el oficio, acompañado de su representado, el señor Jesús Albeiro Ramírez Ortiz, quien funge en la actuación como víctima. Al llegar se encontraron con la Sala de audiencias cerrada, decidiendo esperar por un lapso de 10 minutos, dado que con frecuencia sucede que ese tipo de diligencias inician poco después de lo programado. 
Al ver que pasado el tiempo no observaba ningún movimiento en la sala de audiencias, se acercó a la oficina del Juzgado a pedir información, recibiendo como respuesta que el Juez se había trasladado al CAM en el municipio de Dosquebradas para realizar la diligencia de marras en ese municipio. Como quiera que en ese momento le fue suministrado el número celular de la secretaria del Despacho, trató infructuosamente de comunicarse con ella a través de ese medio. 
Acto seguido, el abogado se trasladó hacia Dosquebradas procurando llegar a la audiencia, al ubicar el lugar donde se encuentran las salas de audiencia penales, verificó que las mismas se encontraban ocupadas pero en diligencias diferentes, en ese instante nadie supo darle razón. 

Más adelante, conoció por informe del apoderado del condenado, que la audiencia en efecto se había celebrado en la sala de audiencias de un juzgado civil o laboral, en una sede diferente al CAM de Dosquebradas. 

Tal circunstancia, en sentir del accionante, constituye una violación a los derechos fundamentales de defensa y debido proceso del ciudadano que representa, dado que fue materialmente imposible asistir a la audiencia que daba por terminado un proceso cuya duración fue de 8 años, lo que a su vez trajo como consecuencia su no intervención en un momento crucial, en el que se requería conocer los fundamentos de la decisión, para controvertir lo resuelto, en caso de no estar de acuerdo con ello.
En efecto se enteró, pese a no conocer los registros de la aludida audiencia, que en ella se absolvió de toda responsabilidad civil al condenado y se notificó la decisión en estrados, por lo que al no estar presentes la víctima ni su apoderado, nadie interpuso recurso y la decisión quedó en firme a partir de ahí.   
PRETENSIONES:
De conformidad con los hechos narrados en precedencia, solicitó el accionante que se conceda la solicitud de amparo constitucional deprecada, y en consecuencia, se declare la nulidad de la audiencia celebrada el 16 de enero hogaño, referenciada al inicio. Ordenando para el efecto que se ordene la correcta notificación del día, hora y sitio en que la misma se llevará a cabo para así poder eventualmente ejercer los recursos de ley. 
TRÁMITE PROCESAL:
El Despacho ponente admitió la acción mediante auto del 24 de enero del año que avanza, en el que se ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos al Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira, además se ordenó la vinculación oficiosa de todas las partes y sujetos intervinientes dentro de la actuación, así como al Centro de Servicios del SPA. 

Durante el término de traslado, se recepcionaron las siguientes contestaciones: 
Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira: Argumentó que en lo relacionado con el proceso penal originario del incidente de reparación integral, esa célula judicial viene conociendo de dicho asunto desde el 26 de octubre de 2012, fecha en la que se recibió el escrito de acusación, y enfatizó que desde esa época funge como Representante de víctimas el Dr. Oscar Ángel López, hoy accionante, quien ha acudido a todas las audiencias que se han realizado. De allí sugirió que, en ese orden de ideas, el profesional del derecho debió recordar que todas las audiencias fueron celebradas en Dosquebradas, debido al impedimento que presentara la señora Juez Penal del Circuito de ese municipio, al haber fungido como Juez de Garantías de segunda instancia.

Expuso que a pesar de la citación realizada por el Centro de Servicios Judiciales para la audiencia del pasado 16 de enero, ya las partes en la última audiencia, celebrada del 17 de octubre de 2019, habían acordado la fecha, hora y lugar de la lectura de decisión del incidente de reparación de perjuicios.

También mencionó que si el interés del abogado Ángel López era interponer recurso contra la decisión adoptada, tenía el camino ordinario para hacerlo, como era acudir al Despacho a evidenciar lo ocurrido, justificar su inasistencia a la audiencia, e interponer el correspondiente recurso, conforme lo autoriza el artículo 169 del CPP; por ello, la ejecutoria de la decisión se declaró mediante auto del pasado 24 de enero, ante el silencio del togado, quien prefirió acudir de manera directa a la acción de tutela.

Concluyó que en este asunto no se puede hablar de vulneración a los derechos del accionante, y que la confusión que le pudo generar la comunicación remitida por el Centro de Servicios Judiciales, no resulta suficiente para decretar la nulidad pretendida en esta ocasión.
Coordinación Centro de Servicios del Sistema Penal Acusatorio: indicó que todas las diligencias relacionadas con el incidente de reparación integral aludido por el accionante fueron notificadas en estrados, y celebradas en la Sala del Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas. Sin embargo, mencionó que en relación con la audiencia objeto de reproche por el actor, pese a que se habían convocado a las partes en estrados el día de la audiencia llevada a cabo el 17 de octubre de 2019, esa Oficina expidió un recordatorio de la diligencia que habría de celebrarse el 16 de enero hogaño omitiendo modificar el formato establecido en relación con el lugar de la misma. 

En su defensa, aclaró que el Juzgado tampoco informó en qué lugar se llevaría a cabo dicha vista pública; pero también dijo que las partes conocían esa información por haber sido notificadas en estrados previamente y porque el proceso era de competencia de Dosquebradas.     
Por último, manifestó que el 27 de enero de 2020 recibió por parte de la secretaria del Juzgado un acta del 16 de enero de 2020, en la que se manifiesta que se verificó la asistencia de las partes y que "No se encuentra presente el señor apoderado de la víctima Dr. Oscar Ángel López, pero teniendo en cuenta que el señalamiento de la presente audiencia fue acordada con las partes y notificado en estrado, la parte que no compareció deberá asumir las consecuencias de la notificación en estrado…”; anexando constancia de ejecutoria de la decisión.
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, modificado por el artículo 1º del Decreto 1983 de 2017. 

2. Problema Jurídico: 

Le corresponde a esta Corporación establecer si por parte de alguna de las Oficinas vinculadas al presente asunto, se han vulnerado los derechos fundamentales de quien funge como víctima al interior del trámite del incidente de reparación integral, señor Jesús Albeiro Ramírez Ortiz, relacionado con el proceso penal en que resultó condenado el señor Hernando Muñoz Jaramillo.

3. Solución: 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
En el presente asunto, la acción constitucional va encaminada a atacar una decisión judicial por medio de la cual el Juzgado 3º Penal del Circuito de esta ciudad, llevó a cabo una audiencia de decisión en un incidente de reparación integral sin la presencia de la víctima ni su apoderado, negándole a dichos intervinientes del proceso ejercer sus derechos de defensa y contradicción. 
Así las cosas, es necesario indicar que la jurisprudencia constitucional ha establecido una serie de requisitos generales y otros de carácter específico, sin los cuales, la tutela contra laudo judicial deviene en improcedente:

Requisitos generales para la procedencia de las acciones de tutela en contra de providencias judiciales
: 

“a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. Como ya se mencionó, el juez constitucional no puede entrar a estudiar cuestiones que no tienen una clara y marcada importancia constitucional so pena de involucrarse en asuntos que corresponde definir a otras jurisdicciones. (…)
 
b. Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable. De allí que sea un deber del actor desplegar todos los mecanismos judiciales ordinarios que el sistema jurídico le otorga para la defensa de sus derechos. (…) 
 
c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración.  (…)
 
d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora.  (…)
 
e. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible.  (…)
 
f. Que no se trate de sentencias de tutela.  (…)”
Aterrizando los requisitos decantados anteriormente al asunto que nos concita, se resalta que una de las causales que permiten la eventual intervención del Juez constitucional para cuestionar una decisión judicial, es precisamente la observancia de algún error que, aunque de índole procedimental, pueda tener injerencia en dicha determinación. En ese sentido, debe recordarse que el artículo 29 Superior consagra el debido proceso como un derecho de rango fundamental, el cual debe garantizarse en el trámite de todas las actuaciones judiciales, en aras de garantizarle las partes involucradas la oportunidad de ser oídos, de presentar pruebas y controvertir las existentes, tener pleno conocimiento de cada una de las etapas y términos que se tienen para el desarrollo de la actuación, y los recursos que proceden contra las decisiones de la administración, así como el tiempo que se tiene para interponerlos. 

De igual manera, es importante recordar que el principio de publicidad se encuentra inescindiblemente ligado con las bases estructurales del debido proceso, y que éste se materializa con la notificación de todas las decisiones adoptadas en los distintos escenarios judiciales. 
Al respecto, expuso la Corte Constitucional en Auto 065 de 2013: 

“2.1. La notificación es el acto material de comunicación mediante el cual se da a conocer a las partes o terceros las decisiones proferidas por las autoridades públicas, en ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales. De esta manera, las notificaciones permiten que materialmente sea posible que los interesados hagan valer sus derechos, oponiéndose a los actos de la contraparte o impugnando las decisiones de la autoridad competente.

La Corte Constitucional ha precisado que la notificación no es un acto meramente formal o de trámite, ya que a través de ella se desarrolla el principio de publicidad de las actuaciones públicas (artículo 228 superior) y se garantizan los derechos fundamentales al debido proceso (contradicción y defensa) y al acceso a la administración de justicia, consagrados en los artículos 29 y 229 de la Constitución Política, respectivamente. Al respecto, en Auto 091 de 2002, indicó:

“De esta manera, el acto procesal de notificación responde al principio constitucional de publicidad de las actuaciones públicas, mediante el cual se propende por la prevalencia de los derechos fundamentales al debido proceso y al acceso a la administración de justicia (artículos 29 y 229 de la Constitución Política), dado que se garantiza el ejercicio de los derechos de defensa, de contradicción y de impugnación previstos en el ordenamiento jurídico.

De suerte que, la notificación del inicio y de las distintas actuaciones efectuadas en desarrollo de un proceso, permiten hacer valederos los derechos procesales constitucionales de los asociados, ya que faculta a las partes y a los intervinientes tanto para oponerse a los actos de la contraparte como para impugnar las decisiones adoptados por la autoridad competente dentro de los términos previstos en la ley.”
En este sentido, debe recordarse que el artículo 171 del Código de Procedimiento Penal señala que: “Cuando se convoque a la celebración de una audiencia o deba adelantarse un trámite especial, deberá citarse oportunamente a las partes, testigos, peritos y demás personas que deban intervenir en la actuación”, y bien es sabido que en el remoto de no suceder así, por una u otra razón, deberá notificárseles de las disposiciones allí adoptadas a quienes tienen vocación de impugnar, entre las cuales se encuentra evidentemente la víctima y su representante, con el fin de que puedan controvertirlas, si así lo consideran necesario. 
Ahora bien, como acertadamente lo expuso el Juez accionado en su defensa, el artículo 169 Ejusdem, señala de manera expresa que el interviniente que no compareciere a la audiencia, en caso de no presentar una excusa justificada, se entenderá notificado de lo allí decidido, pero no podemos desconocer que dicho Canon también prevé como requisito para ello, que a dicho sujeto procesal se le haya hecho “la citación oportunamente”.   
Así mismo, el artículo 172 del Estatuto de Procedimiento Penal estipula expresamente la forma como deberán surtirse las citaciones: “Las citaciones se harán por orden del juez en la providencia que así lo disponga, y serán tramitadas por secretaría. A este efecto podrán utilizarse los medios técnicos más expeditos posibles y se guardará especial cuidado de que los intervinientes sean oportuna y verazmente informados de la existencia de la citación”.
En el caso que nos ocupa, considera esta Colegiatura que más allá de hacer cualquier pronunciamiento acerca del fondo de la decisión tomada por el Despacho accionado, y los argumentos que fueron tenidos en cuenta para su proferimiento, se cometió un yerro en el momento de realizar la notificación para la citación a la audiencia de lectura de decisión del incidente de reparación integral, toda vez que tal vista pública fue celebrada sin la presencia de la víctima y su apoderado, quienes fueron citados de manera errónea, tal como consta en los documentos obrantes en el expediente, pues si bien es cierto, en una diligencia precedente celebrada en las calendas del 17 de octubre de 2019 se había convocado a todas las partes, informándoles la fecha, hora y lugar en que se pondría en conocimiento la decisión tomada por el Juez en relación con dicho asunto, lo cierto es que de manera posterior, el Centro de Servicios Judiciales del SPA le envió al Letrado que representa a la víctima una citación que contenía información equivocada y que lo indujo en error, y es que no podemos desconocer que dicha citación era una COMUNICACIÓN OFICIAL, emitida por el organismo competente para ello, como lo es el Centro de Servicios, cosa que perfectamente le pudo hacer pensar a dicho abogado que por alguna razón se había cambiado el sitio en el que se habría de realizar la diligencia, generando en él una confianza legítima con respecto a los cambios en la realización de una audiencia judicial. 
Aunado a lo anterior, no resulta válido que se asevere por parte de los aquí involucrados, tanto el Juez como el Coordinador del Centro de Servicios Judiciales, que dicho abogado debía suponer o presumir el lugar en el que se celebraría la pluricitada audiencia, máxime cuando las mismas, según se observa en el cuaderno, en efecto se habían celebrado en Dosquebradas durante toda la actuación penal, pero NO en la misma Sala de audiencias, tanto es así que la última de ellas se celebró en la sala de audiencias de un JUZGADO CIVIL como consta en el acta de esa diligencia, mientras que la anterior se llevó a cabo en la SALA DEL JUZGADO PENAL DEL CIRCUITO DE DOSQUEBRADAS.  
Como si fuera poco lo anterior, pretendía el titular del Juzgado accionado que fuera el profesional del derecho, en su situación de “inferioridad”, quien resolviera el asunto acercándose al Despacho a presentar una excusa que era por todos conocida, dado que el abogado libelista compareció al Juzgado Tercero Penal del Circuito el día de la audiencia a indagar sobre lo ocurrido y a comunicar que le habían enviado una citación equivocada, además, así ello no hubiera sucedido, tan solo por reconocer el error en que humanamente pudo incurrir el Centro de Servicios Judiciales, lo menos que se podía hacer era correr traslado por separado de los términos para la presentación del recurso, eso sí, notificando lo términos y el contenido de lo decidido por el Juez al interesado para que así pudiera ejercer su defensa técnica y material.  
Lo dicho atrás permite concluir que con el error en que incurrió el Centro de Servicios Judiciales, con el beneplácito del Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira, se transgredieron las bases estructurales del debido proceso, al haberse adoptado una decisión definitiva, que hizo tránsito a cosa juzgada, sin que en contra de la misma una persona legalmente legitimada para hacerlo, pudiera instaurar el recurso de apelación. 
Para muestra de ello, vale la pena hacer alusión a lo dicho por la Corte Suprema de Justicia en Sala de Casación Penal, al establecer los parámetros que deben ser tenidos en cuenta por parte del Juez en aquellos eventos en que uno de los sujetos procesales deja de asistir a la audiencia, bien sea por ausencia justificada, o porque no se le puso en conocimiento oportuno de la citación a tal diligencia, así concretamente en la sentencia de Casación Rad. 38.975, M.P José Luis Barceló Camacho, se dijo: “… 3. Con ese entendimiento, que surge de los mandatos señalados, se tiene que las reglas del artículo 169 procesal de tener por notificada en estrados la decisión, parten de la exigencia necesaria de la citación oportuna y de que la parte pudiese ejercer su voluntad de asistir o no. Tanto ello es así, que la norma y la jurisprudencia reseñada admiten la posibilidad de que la decisión no se tenga por notificada cuando el sujeto procesal justifique su ausencia por caso fortuito o fuerza mayor”.
Partiendo de lo dicho hasta ahora, no se requiere hacer un análisis más profundo respecto de la presente cuestión, pues como quiera que la omisión procesal en la cual incurrió el Despacho demandado quedó establecida en este trámite, considera la Colegiatura que lo correcto es corregir ese actuar a través de este mecanismo Constitucional, para lo cual se habrá de anular la ejecutoria de la decisión adoptada por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira el 16 de enero de 2020, mediante la cual resolvió “ABSTENERSE de condenar al señor HERNANDO MUÑOZ JARAMILLO al pago de perjuicios morales y materiales, solicitados a favor del señor JESÚS ALBEIRO RAMÍREZ ORTIZ…”, ello para que se le realice a La víctima y a su apoderado la notificación de esa decisión, y de esta manera darle la oportunidad, si lo considera pertinente, y si es que se cumple con los requisitos para ello, interponer en su contra los respectivos recursos. 

De acuerdo con lo expuesto, se le impondrá al Juzgado accionado el deber de comunicar por el medio más expedito al representante de la víctima y a la víctima de la decisión objeto de querella de amparo judicial, especificándole el término que tiene para interponer los recursos del caso en su contra, en el evento de que esa sea la intención de dichos sujetos procesales. 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental al debido proceso del señor JESÚS ALBEIRO RAMÍREZ ORTIZ, vulnerado por parte del JUZGADO TERCERO PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA Y EL CENTRO DE SERVICIOS JUDICIALES DEL SISTEMA PENAL ACUSATORIO DE PEREIRA, ello conforme lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia.

SEGUNDO: ANULAR LA EJECUTORIA de la decisión adoptada por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira el 16 de enero de 2020, mediante la cual resolvió “ABSTENERSE de condenar al señor HERNANDO MUÑOZ JARAMILLO al pago de perjuicios morales y materiales, solicitados a favor del señor JESÚS ALBEIRO RAMÍREZ ORTIZ…”, ello para que se le comunique por el medio más expedito al representante de la víctima y a la víctima de la decisión objeto de querella de amparo judicial, especificándole el término que tiene para interponer los recursos del caso en su contra, en el evento de que esa sea la intención de dichos sujetos procesales. 

TERCERO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-060 de 2016 (reiteración jurisprudencial”
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